CÉDULA DE CIUDADANÍA/ Relevancia/ Vencimiento del término establecido para su expedición, vulnera el derecho a la personalidad jurídica
“(…) está demostrado que el señor Alejandro Torres Marín, desde el 6 de enero de 2015 solicitó a la Registraduría Nacional del Estado Civil, a través de la Registraduría Municipal de Dosquebradas, la expedición de su cédula de ciudadanía, a la cual le correspondió el No. 1.088.028.970.

Y no se justificó válidamente la excesiva demora en la expedición del documento, el de un año y tres meses aproximadamente, pues lo único que al respecto se expresó fue que en el respectivo trámite se debió comprobar, por un funcionario especializado, la validación de la información, lo que conllevó a que el trámite tardara más tiempo del que se requiere normalmente. 

En esas condiciones (…) se desconoció el derecho a la personalidad jurídica. Igualmente, esa situación, tal como lo indica el peticionario en la acción de tutela, le ha generado problemas para acceder a los diferentes servicios médicos, financieros y sociales, que requiere para desarrollar su vida.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-426 de 2013. 
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Acta No. 147 de 6 de abril de 2016

Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00303-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Alejandro Torres Marín contra la Registraduría Nacional del Estado Civil, a la que fueron vinculados el Registrador Municipal del Estado Civil de Dosquebradas, el Registrador Delegado  para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación de aquella entidad.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Desde el día 6 de enero de 2015 solicitó a la Registraduría Nacional del Estado Civil, a través de la Registraduría Municipal de Dosquebradas, la expedición de su cédula de ciudadanía, la cual corresponde al No. 1.088.028.970.
1.2 En diferentes oportunidades ha solicitado la entrega de su documento de identidad, pero le informan que se encuentra en proceso de producción.

1.3 Necesita de manera urgente su cédula de ciudadanía para acceder a los diferentes servicios médicos, financieros y sociales, que requiere para desarrollar su vida.

2.- Considera lesionado su derecho a la personalidad jurídica. Para su protección, solicita se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil que proceda a expedir su cédula de ciudadanía lo antes posible, esto es, la No. 1.088.028.970 a nombre de Alejandro Torres Marín.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 17 de marzo se admitió la acción y se ordenó vincular al Registrador Municipal del Estado Civil de Dosquebradas. Posteriormente se ordenó hacerlo respecto del Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil.
2.- El Registrador Nacional del Estado Civil, por intermedio de la Jefe de la Oficina Jurídica, al ejercer su derecho de defensa, indicó, que la función de identificación no está en cabeza suya, sino del Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación y del Director Nacional de Identificación, de acuerdo con las normas que transcribe.
Agregó que el trámite de expedición de la cédula de ciudadanía número 1.088.028.970, a nombre de Alejandro Torres Marín, la cual se encuentra vigente y en la etapa final del proceso de producción para ser enviada de manera prioritaria a la Registraduría donde se solicitó, siempre y cuando no se presenten inconvenientes de carácter técnico que lo imposibiliten.
Precisa que el proceso de producción de una cédula de ciudadanía conlleva una serie de etapas y controles, los cuales son útiles para que los documentos de identificación sean idóneos y acrediten la plena identidad de los ciudadanos.
Solicitó negar la tutela porque no se ha omitido el trámite correspondiente a la expedición del documento de identificación, ni se ha vulnerado derecho fundamental alguno. No obstante, solicita un plazo de treinta días, más el término de la distancia, para la entrega real y efectiva de la cédula de ciudadanía en las instalaciones de la Registraduría donde se hizo la solicitud, con el fin de cubrir imprevistos de producción.
3.- Los Delegados Departamentales de la Registraduría Nacional del Estado Civil para Risaralda, al contestar la demanda, informan que la Registraduría Nacional del Estado Civil, por medio de la Registraduría Municipal de Dosquebradas, expidió el comprobante de documento en trámite que sirve para certificar que está pendiente la entrega de la cédula de ciudadanía, pero que en el trámite especifico y relacionado con el señor Alejandro Torres Marín, se debió comprobar personalmente por un funcionario especializado la validación de la información y conllevó a que la gestión  tardara más tiempo del que se requiere normalmente.
Indican que una vez hecha la verificación requerida se realizó la autorización pertinente y se validó la información de la cédula de ciudadanía del accionante el día 23 de marzo de 2016 y que solo está pendiente la impresión y entrega de la misma, posterior a su envío a la Registraduría Municipal de Dosquebradas.
Estiman que no han lesionado ningún derecho al demandante y solicitan se declare la carencia actual de objeto por hecho superado.
4.- El Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación expusieron que el 4 de abril de 2016, con el oficio de correspondencia Nº 017104, se envió la cédula de ciudadanía Nº 1.088.028.970 a nombre de Alejandro Torres Marín a la Registraduría Municipal del Estado Civil de Dosquebradas y solicita se declare la carencia actual de objeto por hecho superado.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2.- Pretende el actor se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil le expida su cédula de ciudadanía sin más dilaciones.
3.- Para definir la cuestión, es menester empezar por destacar la importancia de la cédula de ciudadanía como medio de identificación de las personas, que además las faculta para ejercer sus derechos civiles y políticos, como lo ha explicado en abundante jurisprudencia la Corte Constitucional
.
Los alcances de ese documento tienen profunda incidencia en la vida personal de los individuos porque constituye el presupuesto necesario para ejercer tales derechos y por esa razón, la Registraduría Nacional del Estado Civil, competente para expedirla, debe atender con especial esmero ese deber; también lo relacionado con cualquier asunto que impida al ciudadano obtenerla, que incluye el prolongado lapso de tiempo para su expedición, aspecto este último que analizó la Corte Constitucional en sentencia T-497 de 2006, argumentos que replica en la sentencia T-426 de 2013, que por ofrecer semejanza con el asunto del que hoy se ocupa este Tribunal, servirán de fundamento para resolverlo y que en sus apartes pertinentes expuso:
“También ha dicho la Corporación que un término razonable para la entrega del documento de identidad es de un año.  De hecho en la sentencia T-532 de 2001, la Corte Constitucional dijo que si bien eran comprensibles los problemas en el diseño y elaboración de los documentos, que además necesitan cumplir altos estándares de seguridad, debía exhortarse a la Registraduría para que otorgara las respectivas cédulas a quienes llevaban esperando un año. De igual forma, en la sentencia T-497 de 2006, se afirmó lo siguiente respecto del término de un año:  

“El límite temporal de un año se configura, pues, en un periodo razonable para que la entidad nacional pueda diseñar y elaborar la cédula según las altas exigibilidades relativas a la seguridad del documento, sin que con ello, se vulnere el ejercicio de los derechos fundamentales a la identidad y la participación política de los ciudadanos.

Incluso éste plazo máximo de un año, para la elaboración y entrega de la cédula, se corresponde con las intuiciones ciudadanas en el sentido de que duplica el asignado para la vigencia de la contraseña, a saber, de seis meses. Así el ciudadano contará con un documento provisional por un semestre para identificarse, la contraseña, y una vez vencido éste, podrá disponer de una constancia por un periodo igual.” 

Aunado a lo anterior, la Corte Constitucional en el mismo fallo referenciado (T-426 de 2013) indicó: 

“En anteriores oportunidades esta Corporación ha estudiado casos similares al presente, en donde la Registraduría Nacional del Estado Civil, aduciendo diferentes razones, ha demorado la expedición de la cédula de ciudadanía de las personas durante varios años. La Corte ha protegido el derecho de los peticionarios a la personalidad jurídica y sus derechos políticos, como el derecho al sufragio, ordenando la expedición y entrega de sus cédulas.  Así por ejemplo, en la sentencia T-964 de 2001 se sostuvo: 

“la no expedición oportuna de la cédula de ciudadanía por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, como organismo del Estado encargado del deber constitucional de atender lo relativo a la identidad de las personas, entre otras funciones, conculca los derechos fundamentales de los ciudadanos a estar plenamente identificados, de tal suerte que puedan desarrollar todas las actividades propias de su calidad de tales, entre las cuales se encuentra la posibilidad de participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, y de esa manera, dar cumplimiento preciso a uno de los fines esenciales del Estado, cual es la de facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan; así como la de realizar actos civiles para los cuales la presentación de ese documento resulta indispensable, todo lo cual lleva a la conclusión de que la carencia de la cédula de ciudadanía afecta de manera directa al ciudadano y a la sociedad.” 

En las sentencias traídas a colación, consideró el alto tribunal constitucional que procede la tutela como mecanismo de protección para cuestionar actuaciones de la Registraduría Nacional del Estado Civil y ha enseñado que un término razonable para la entrega del documento de identidad es el de un año.
 
4.- En el caso concretó está demostrado que el señor Alejandro Torres Marín, desde el 6 de enero de 2015 solicitó a la Registraduría Nacional del Estado Civil, a través de la Registraduría Municipal de Dosquebradas, la expedición de su cédula de ciudadanía, a la cual le correspondió el No. 1.088.028.970
.

Y no se justificó válidamente la excesiva demora en la expedición del documento, el de un año y tres meses aproximadamente, pues lo único que al respecto se expresó fue que en el respectivo trámite se debió comprobar, por un funcionario especializado, la validación de la información, lo que conllevó a que el trámite tardara más tiempo del que se requiere normalmente. 
En esas condiciones, como lo explica la jurisprudencia que sirve de fundamento a este fallo, se desconoció el derecho a la personalidad jurídica. Igualmente, esa situación, tal como lo indica el peticionario en la acción de tutela, le ha generado problemas para acceder a los diferentes servicios médicos, financieros y sociales, que requiere para desarrollar su vida.
Así las cosas y acogiendo el precedente constitucional referido, se concederá el amparo solicitado y se ordenará al Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil que si aún no lo ha hecho, en el término de un mes calendario, contado a partir de la notificación de esta providencia, expida y entregue al señor Alejandro Torres Marín su cédula de ciudadanía.
Por último cabe señalar que si bien el Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación manifestaron que el 4 de abril de 2016 se envió a la Registraduría Municipal del Estado Civil de Dosquebradas la cédula de ciudadanía correspondiente al actor y solicitaron se declare la carencia actual de objeto por hecho superado, el accionante aún no recibe ese documento de identidad, y por ende, no puede accederse a aquella solicitud
.
Se negará la tutela frente al Registrador Nacional del Estado Civil, el Registrador Municipal del Estado Civil de Dosquebradas y el Registrador Delegado para el Registro Civil de aquella entidad, pues no son los funcionarios competentes para expedir cédulas de ciudadanía y por ende, no han lesionado los derechos fundamentales del actor.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

1. CONCEDER la tutela reclamada para proteger el derecho a la personalidad jurídica del señor Alejandro Torres Marín. 
2. Se ordena al Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil que en el término de un mes calendario, contado desde la fecha en que se le notifique esta providencia, si aún no lo ha hecho, expida y entregue al señor Alejandro Torres Marín su cédula de ciudadanía, correspondiente al No. 1.088.028.970.

3. Se niega el amparo solicitado frente al Registrador Nacional del Estado Civil y los demás funcionarios vinculados.
4.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
5.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver entre otras las sentencias T-964 de 2001, T-684 de 2004, T-042 de 2008, T-426 de 2013 y T-366 de 2015


� De hecho, en la sentencia T-497 de 2006 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), la Corte Constitucional sostuvo que el término de un año para surtir el trámite de expedición de la cédula era razonable, porque se adecuaba con los tiempos de diseño y elaboración del documento, que además necesita cumplir estándares de seguridad, y correspondía con “(…) las intuiciones ciudadanas en el sentido de que duplica el asignado para la vigencia de la contraseña, a saber, de seis meses. Así el ciudadano contará con un documento provisional por un semestre para identificarse, la contraseña, y una vez vencido éste, podrá disponer de una constancia por un periodo igual.” Lo anterior se sostuvo con base en la sentencia T-532 de 2001 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), que también había señalado que un término razonable para la expedición de la cédula era de un año.


� Folios 1 y 2, cuaderno Nº 1.


� Ver constancia obrante a folio 35 del cuaderno Nº 1.





